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I. INTRODUCCIÓN 
Si describir sucintamente las novedades normativas más importantes 
producidas en un año es tarea difícil, especialmente si se escribe tanto para 
especialistas como para no especialistas y además hay que intentar valorar la 
incidencia que hayan tenido dichas modificaciones y los problemas prácticos 
que solucionan y a la vez plantean, la crónica del año 2003 en materia de 
Derecho del Trabajo y Seguridad Social se hace tarea ardua y necesitada de 
una síntesis drástica. 
En efecto, la producción legislativa del año 2003 en nuestra disciplina se 
ha llegado a calificar por la doctrina, acostumbrados como estamos a una 
intensa movilidad normativa, como «avalanchas normativas y leyes al por 
mayor» así como de catarata legislativa' y dichas afirmaciones no son 
precisamente una exageración si enumeramos las leyes con una mayor 
incidencia en nuestra disciplina: Real Decreto Ley 2/2003, de 25 de abril, de 
medidas de reforma económica; Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y 
calidad del sistema nacional de salud; Ley Orgánica 8/2003, de 9 de julio, para 
la reforma concursal, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial; 
Ley 22/2003, de 9 de julio, concursal; Ley 28/2003, de 29 de septiembre, 
reguladora del Fondo de Reserva de la Seguridad Social; Ley 36/2003, de 11 
de noviembre, de medidas de reforma económica, procedente de la tramita-
ción como proyecto de Ley del RDL 2/2003; Ley 44/2003, de 21 de noviembre, 
de ordenación de las profesiones sanitarias; Ley 52/2003, de 10 de diciembre, 
de disposiciones específicas en materia de Seguridad Social; Ley 53/2003, de 
10 de diciembre, sobre empleo público de discapacitados; Ley 54/2003, de 12 
' 	El calificativo es de Mercader Uguina, Jesús R., en «Avalanchas normativas y legislación al por 
mayor. Algunas reflexiones sobre la Ley de Acompañamiento para el 2004. Relaciones Laborales n° 
6/2004, pág. 102 y ss. 
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de diciembre, de reforma del marco normativo de la prevención de riesgos 
laborales; Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal 
sanitario de los servicios de salud; Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de 
empleo; Ley 61/2003, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2004; Ley 62/2003, de 30 de diciembre de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social (MFAOS). Aunque pueda sorprender, la 
anterior enumeración no es exhaustiva ya que existen otra serie de normas 
con desigual relevancia en nuestra materia pero que todas ellas inciden 
directamente en mayor o menor medida2. 
Una causa del torrente normativo del año 2003 se debe a la coincidencia 
de un año en el que se celebraban elecciones municipales y autonómicas en 
muchas Comunidades con el fin de legislatura del Parlamento, lo que sin duda 
ha aumentado el furor legislativo de nuestros legisladores. El problema es que 
el cambio de Gobierno producido tras las elecciones legislativas de marzo de 
2004 nos lleve a una general modificación de esta legislación, aprobada gran 
parte de ella sin discusiones previas ni un mínimo consenso, sino más bien 
como respuesta urgente a problemas concretos o a decisiones jurisprudenciales 
varias. 
Por otra parte, desde hace demasiados años los comentarios sobre las 
novedades legislativas, al menos en Derecho del Trabajo y en Seguridad 
Social, tienen que comenzar haciendo una crítica general al legislador sobre 
su deficiencia técnica y este año no podía ser una excepción. Legislación 
atropellada, sin un mínimo proceso de maduración, mucha de ella aprobada 
en comisión legislativa plena y por el trámite de urgencia, lo que lleva a tener 
que modificar leyes a escasos días de su aprobación3. Además continúa 
produciéndose la utilización de normas de cualquier contenido para modificar 
cualquier otra materia, utilizándose asimismo una Ley o un Real Decreto Ley 
para modificar simples Decretos o Reales Decreto?, lo que lleva a una 
2 Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de medidas concretas en materia de seguridad 
ciudadana, violencia doméstica e integración social de los extranjeros; Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias 
numerosas; Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, modificada 
por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, que también reforma otras leyes; Ley 46/2003, de 
25 de noviembre, reguladora del Museo Nacional del Prado; Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de 
régimen económico y de prestación de servicios de los puertos de interés general; Ley 49/2003, de 
26 de noviembre, de arrendamientos rústicos; Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 
3 Así el artículo 45.2.3 de la Ley 62/2003 ha derogado la DF 3a de la Ley 48/2003 de 26 de 
noviembre, en materia de encuadramiento en la seguridad social del personal del servicio de 
practicaje. De la misma forma la DA 13a de la Ley 62/2003 ha tenido que introducir un nuevo párrafo 
en la DA 9a de la ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias numerosas para 
introducir a las Ciudades de Ceuta y Melilla, excluidas al hacerse referencia con anterioridad 
exclusivamente a las Comunidades Autónomas. 
4 En el RDLey 2/2003 y en la Ley 62/2003 hay varios ejemplos en diversas materias de seguridad 
social. 
evidente inseguridad a los ciudadanos que se encuentran perplejos acerca del 
contenido exacto de una norma, que ha sido remendada en numerosas 
ocasiones5 y que tienen que acudir a repertorios normativos privados o a bases 
de datos puestas al día para conocer las normas en vigor. 
Asimismo, continúa la utilización generalizada del trámite del Senado para 
la introducción de materias completamente nuevas que no han seguido los 
trámites previos de consulta obligatorios, en su caso, ante el Consejo General 
del Poder Judicial o el Consejo Económico Social, así como la Ley de 
Acompañamiento de los Presupuestos Generales del Estado para introducir 
medidas que no tienen nada que ver con los citados Presupuestos. En relación 
con la última cuestión y a la espera del pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional sobre la constitucionalidad del contenido de las citadas leyes, 
hay que hacer constar que en la Ley 62/2003 se han modificado numerosas 
normas sin relación con los Presupuestos y hasta se han traspuesto dos 
Directivas Comunitarias, las 2000/43/CE, del Consejo, de 29 de junio y la 
2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre, que como veremos oportuna-
mente, son relativas, respectivamente, a la aplicación del principio de 
igualdad de trato independientemente del origen racial o étnico de la persona 
y al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el 
empleo y la ocupación. Como dato significativo, la Ley 52/2003, de 10 de 
diciembre, de disposiciones específicas en materia de Seguridad, explica en 
su Exposición de Motivos su finalidad, sustituir el recurso a las Leyes de 
Acompañamiento en materia de Seguridad Social por «una ley específica en 
la que, sin los requisitos que se exigen con respecto a las materias reguladas 
en aquellas otras leyes, se pueda dar acogida a los contenidos que requieren 
de una regulación legal». Sin embargo, en la Ley 62/2003, promulgada veinte 
días después, por lo que coincidieron en el trámite del Senado, se contienen 
modificaciones a la legislación de seguridad social, si bien menos numerosas 
que en otras ocasiones. 
Que la técnica legislativa puede ser buena es evidente y prueba de ello es 
la Ley 22/2003 concursal, que ha tenido un largo trámite parlamentario, tras 
un cuidadoso proceso preparatorio y que va a entrar en vigor el 1 de 
septiembre de 2004. 
Ante la catarata legislativa que hemos reseñado, la opción que parece más 
coherente con los objetivos de la Revista para la que escribimos es limitarnos 
a analizar los puntos críticos de las modificaciones que la nueva normativa ha 
producido6, remitiéndonos a estudios más amplios, caso de existir, dado el 
5 Un claro ejemplo de este último problema es la LISOS, modificada el año 2003 por las Leyes 
52, 54 y 62, que pese a que se contiene en un texto refundido con menos de cuatro años de entrada 
en vigor, ya que fue aprobado su texto refundido por el Real Decreto Legislativo 5/2000 de 4 de agosto, 
precisa de otra urgente refundición, por no hablar del Estatuto de los Trabajadores y la Ley General 
de Seguridad Social 
6 Pueden verse las modificaciones que han introducido estas normas en el Estatuto de los 
Trabajadores, la Ley General de la Seguridad Social, la Ley de Procedimiento Laboral y la Ley sobre 
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escaso tiempo transcurrido, por lo que mucho de lo escrito son comentarios 
de urgencia. Por la abundancia de modificaciones y para cumplir con las 
exigencias de espacio disponible, no comentaremos las modificaciones 
habituales de la normativa de cotizaciones a la Seguridad Social y de 
revalorización de pensiones contenidas en la Ley 61/2003 de Presupuestos 
Generales del Estado para 2004. Para una mejor comprensión dividiremos el 
estudio en grandes secciones correspondientes a los diferentes bloques en 
que se divide nuestra asignatura. 
Como no podía ser menos, la producción reglamentaria le ha ido a la zaga 
a la legislativa, aunque relativamente ha estado más contenida' y al igual que 
la normativa de la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de política 
de empleo, la analizaremos exclusivamente al hilo de la normativa legal. 
II. LEGISLACIÓN LABORAL 
1. La Ley Concursal 
La novedad de mayor calado en materia laboral y que previsiblemente 
gozará de una permanencia en el tiempo es la reforma del procedimiento 
concursal, que si bien no es propiamente una reforma laboral, al ser una ley 
trasversal tiene importantísimas repercusiones tanto en materia de derecho 
sustantivo laboral, como en relación con el proceso laboral y la seguridad 
social. Como hemos dicho anteriormente, la citada reforma se ha llevado a 
cabo mediante la Ley 22/2003, de 9 de julio, concursal, que ha precisado, 
además la modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial por la Ley 
Orgánica 8/2003, de 9 de julio. 
El comentario general a la reforma concursal puede verse en el presente 
número de la CJH8. Por lo que respecta a los aspectos laborales de la reforma 
concursal9, la incidencia es muy importante ya que tradicionalmente la 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social en Gámez Jiménez, José Manuel, «Cuadros-Resumen», 
Trabajo y Seguridad Social, Recursos Humanos, n° 251.2, febrero 2004, pág. 255 y ss. 
Ver los Reales Decretos de especial relevancia en nuestra materia en Gámez Jiménez, ob. cit. 
pág. 253 y ss. 
8 «Derecho Mercantil Español». Crónica legislativa de 2003». A cargo de Baena Baena P.. 
9 Ver por todos el monográfico de Relaciones Laborales, n°s 23 y 24, diciembre de 2003. Con 
un análisis global de la incidencia de la reforma en nuestra disciplina de Rodríguez-Piñero y Bravo-
Ferrer, M. «La Ley concursal y el contrato de trabajo: aspectos generales., pág. 3 y ss. y distintos 
estudios parciales a cargo de: Desdentado Bonete A., «La reforma concursal y el proceso social. Una 
primera aproximación», pág. 27 y ss; Fernández López, M.F. «Los recursos y los medios de impugnación 
en materia laboral tras la. Ley Concursal», pág. 49 y ss.; García Perrote-Escartín I. y Mercader Uguina 
J.R., «Modificación de condiciones de trabajo, convenios colectivos y crisis empresariales», pág. 77 
y ss.; Cruz Villalón, J., «Despidos y suspensiones del contrato de trabajo en las situaciones 
concursales», pág. 99 y ss.; del Rey Guanter S. y Luque Parra M., «La transmisión de empresa en 
situaciones concursales», pág. 143 y ss.; Ríos Salmerón, B. «Privilegios de los créditos laborales en 
situaciones concursales», pág. 163 y ss. 
regulación «laboral» de las situaciones de crisis en las empresas ha estado 
desvinculada de la de los procedimientos concursales, sin coordinación entre 
ellas, especialmente en los aspectos procesales. La protección de los créditos 
salariales y de los contratos de trabajo, especialmente en la fase de 
ejecución, a través del discutido privilegio de ejecución separada, carecía de 
reglas para su articulación con la ejecución concursal ordinaria10. 
Los principios que inspiran la nueva Ley Concursal son los de unidad legal, 
de disciplina y de sistema. Se regulan en un solo texto legal los aspectos 
materiales y procesales del concurso, salvo los que precisen de ley orgánica, 
existe una sola disciplina para comerciantes y no comerciantes y un único 
procedimiento común frente a los cuatro anteriores. En lo que más nos afecta 
el principio de unidad ha supuesto también la existencia de un único fuero, 
creándose una jurisdicción especializada, los Juzgados de lo Mercantil que 
van a asumir competencias que hasta ahora residían en la jurisdicción social, 
tratando de evitar, como ha puesto de relieve Rodríguez-Piñeroll, la huida de 
los trabajadores y de los créditos laborales del concurso hacia el «refugio» del 
juez laboral. 
El juez de lo social ha perdido las competencias de ejecución separada, 
una vez declarado el concurso, conociendo en este marco los jueces de lo 
mercantil las ejecuciones de decisiones laborales que hasta ahora residían en 
el orden social. La jurisdicción preferente y la competencia exclusiva y 
excluyente del juez del concurso se refiere a las acciones que tengan por 
objeto la extinción, modificación o suspensión colectiva de las condiciones de 
trabajo en los que sea empleador el concursado, manteniéndose en lo demás, 
en principio, la competencia originaria propia de la jurisdicción social12. 
Un punto importante que ha puesto de relieve el Prof. Rodríguez-Piñero13 
es el del nuevo papel del Derecho del Trabajo en la prevención de las crisis 
económicas de las empresas, ya que la Ley Concursal no permite adoptar 
medidas para prevenir previsibles dificultades financieras futuras del empre-
sario, mientras que el ET acepta un concepto de crisis empresarial mucho más 
amplio que el de la insolvencia, ya que incluye causas económicas y también 
técnicas, organizativas y de producción, pudiéndose utilizar los instrumentos 
laborales con la finalidad de actuar como instrumentos preconcursales o 
paraconcursales. Evidentemente se pueden plantear problemas si los traba-
jadores se «adelantan» en poner en marcha una reestructuración o si el 
empresario utiliza el procedimiento concursal como vía más fácil de llevar a 
cabo reestructuraciones empresariales. 
1° Ver estos y otros problemas en Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, M. «La Ley concursal y el 
contrato de trabajo: aspectos generales», ob. cit. pág. 3 y ss. y bibliografía allí citada. 
11 	Ob. cit. pág. 10. 
12 Ver Rodríguez-Piñero, ob. cit. pág. 10 y ss. y bibliografía allí citada. 
13 Ob. cit. pág. 15. 
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La Ley Concursal continúa con el principio laboral de continuación de los 
contratos después de la declaración del concurso, ya que éste no es causa 
directa de extinción del contrato de trabajo, aunque también prevé medidas 
de reestructuración de la empresa que pueden afectar a los contratos, como 
modificación, suspensión o extinción de los mismos, facultades que asume el 
juez mercantil del concurso14. Por lo que respecta a los créditos salariales, 
aunque la citada ley reduce radicalmente los privilegios y preferencias a 
efectos del concurso, los continúa considerando como privilegiados15, aunque 
con modificaciones. Así, el artículo 90.3 de la LC considera como créditos con 
privilegio especial a los créditos refaccionarios sobre los bienes refaccionados, 
incluidos los de los trabajadores sobre los objetos por ellos elaborados 
mientras sean propiedad o estén en posesión del concursado. Por su parte, el 
artículo 91.1 LC considera que son créditos con privilegio general los créditos 
por salarios que no tengan reconocido privilegio especial, en la cuantía que 
resulte de multiplicar el triple del salario mínimo interprofesional por el 
número de días de salario pendientes de pago, las indemnizaciones derivadas 
de la extinción de los contratos, en la cuantía correspondiente al mínimo legal 
calculada sobre una base que no supere el triple del salario mínimo 
interprofesional, las indemnizaciones derivadas de accidente de trabajo y 
enfermedad profesional, y los recargos sobre las prestaciones por incumpli-
miento de las obligaciones en materia de salud laboral devengados con 
anterioridad a la declaración de concurso. 
En coherencia con la regulación anterior, la LC ha modificado mediante su 
DF 14a el artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores que regula las garantías 
del salario, estableciendo que las garantías, que no las modifica, sólo serán 
de aplicación en los supuestos en los que no se halle el empresario declarado 
en concurso y los correspondientes créditos concurran con otro u otros sobre 
los bienes del empresario. Asimismo se establece expresamente que en caso 
de concurso, a diferencia de la situación actual, serán de aplicación las 
disposiciones de la Ley Concursal relativas a la clasificación de los créditos y 
a las ejecuciones y apremios. 
Evidentemente sobre todas estas cuestiones habrá que volver en un 
inmediato futuro, cuando empiecen a surgir los problemas en la aplicación de 
la Ley Concursal en relación con toda la normativa preexistente. 
2. La prevención de riesgos laborales 
Tras el fracaso notorio de la política de prevención de riesgos laborales, 
ya que continúa elevándose la tasa de siniestralidad y mortalidad en España, 
14 Ver por todos: García Perrote y Mercader Uguina, «Modificación de condiciones de trabajo, 
convenios colectivos y crisis empresariales», cit. pág. 77 y ss. y Cruz Villalón, J., «Despidos y 
suspensiones del contrato de trabajo en las situaciones concursales», pág. 99 y ss. 
15 Ver por todos: Ríos Salmerón, B. «Privilegios de los créditos laborales en situaciones 
concursales», cit. pág. 163 y ss 
se produjeron los Acuerdos de 30-12-2002 de la Mesa de Diálogo Social sobre 
Prevención de Riesgos Laborales ejecutándose mediante la Ley 54/2003, de 
12 de diciembre, aquellas medidas que requieren para su puesta en práctica 
una norma con rango de ley. Los objetivos básicos de la ley, expresados en su 
Exposición de Motivos, son totalmente compartibles16, pero confiar en que el 
mero cambio normativo suponga la mejora de la siniestralidad laboral puede 
calificarse de ingenuo, sobre todo teniendo en cuenta el calado de las 
modificaciones normativas. En efecto, la ley 54/200317 se limita a introducir 
retoques en la Ley 35/1995 de prevención de riesgos laborales, intentando la 
integración de la prevención en el proceso productivo y en la línea jerárquica 
de la empresa, concretándose dichas medidas en la implantación y aplicación 
de un plan de prevención de riesgos laborales y en reformar, una vez más, la 
Ley de Infracciones Sociales para intentar mejorar el control del cumplimien-
to de las normas de prevención, tipificando mejor las infracciones18. 
Realmente, la situación de la prevención de riesgos laborales en España 
necesita de otras medidas mucho más enérgicas y eficaces que meros 
retoques a la normativa vigente, como ha llevado a cabo la Ley 54/2003. 
3. Tutela antidiscriminatoria 
Tres actuaciones de muy diverso calado se han producido en esta impor-
tante materia. En primer lugar, con ocasión del Año Europeo de las Personas 
con discapacidad, se ha promulgado la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las 
personas con discapacidad, que supera con mucho el ámbito de lo estricta-
mente laboral, pero que le afecta directamente y además modifica algún 
precepto del ET en materia de excedencia para el cuidado de familiares19. 
En segundo lugar, hay que reseñar la publicación de la Ley 53/2003, de 10 
de diciembre, sobre empleo público de discapacitados, constatación del 
fracaso de una política, como puede comprobarse en su Exposición de 
Motivos, en la que se recogen datos según los cuales en los años 2000 y 2001 
el número de personas con discapacidad que llegaron a aprobar en las 
distintas convocatorias para funcionarios de la Administración General del 
16 Son combatir de manera activa la siniestralidad laboral, fomentar una auténtica cultura de 
la prevención que proscriba el mero cumplimiento formal de las obligaciones preventivas, reforzar 
la integración de la prevención de los riesgos laborales en los sistemas de gestión de la empresa y 
mejorar el control del cumplimiento de la normativa de prevención mediante la adecuación de la 
norma sancionadora a la sustantiva y el reforzamiento de la vigilancia y el control. 
17 Desarrollada, hasta el momento, por el RD 171/2004, de 30 de enero, en materia de 
coordinación de actividades empresariales. 
18 Ver Álvarez Montero A. y García Jiménez M., «Reforma del marco normativo de la Prevención 
de Riesgos Laborales», Trabajo y Seguridad Social, Recursos Humanos, n° 251.2, febrero 2004, pág. 
119 y SS. 
19 Ver Molina Navarrete C., «Del «principio» al «derecho» a la igualdad de oportunidades», 
Trabajo y Seguridad Social, Recursos Humanos, n° 251.2, febrero 2004, pág. 149 y ss. 
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Estado se reducía a un 0'2%. Pues bien el artículo único de la citada ley 
modifica la DA 19a de la Ley 30/1984 para elevar el cupo de reserva del 3 por 
ciento al 5 por ciento de las vacantes en las ofertas de empleo público, para 
ser cubiertas entre personas con discapacidad para así alcanzar el viejo 
objetivo de que el dos por ciento de los efectivos totales de la Administración 
del Estado sean personas con discapacidad. La misma regulación se contiene 
en el artículo 30.6 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco 
del personal estatutario de los servicios de salud, aunque en esta caso se 
añade que el acceso de las personas con discapacidad a la condición de 
personal estatutario se inspirará en los principios de igualdad de oportunida-
des, no discriminación y compensación de desventajas, procediéndose, en su 
caso, a la adaptación de las pruebas de selección a las necesidades específicas 
y singularidades de estas personas. De todas formas, es difícil que exclusiva-
mente con estas medidas se logre la integración social de las personas con 
discapacidad. 
En tercer lugar, la Ley 62/2003 de MFAOS dedica un capítulo específico 
dentro del Título II, que comprende los artículos 27 a 43, a establecer diversas 
medidas para aplicar el principio de igualdad de trato y trasponer a nuestro 
ordenamiento las directivas comunitarias, 2000/43/CE, del Consejo, de 29 de 
junio y 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre, relativas, respectiva-
mente, a la aplicación del principio de igualdad de trato independientemente 
de su origen racial o étnico y al establecimiento de un marco general para la 
igualdad de trato en el empleo y la ocupación. Aunque el programa legislativo 
del año 2003 ha sido especialmente denso, no parece compatible con la 
importancia del principio constitucional de igualdad que esta cuestión se 
apruebe casi de tapadillo, sin una discusión parlamentaria y social a la altura 
del problema, y dentro de una ley de un contenido tan heterogéneo como la 
LMFADOS, mientras que por el contrario se promulga una ley, la 53/2003, 
como hemos visto con un artículo único, que bien podía haberse incluido por 
su contenido en la ley de acompañamiento y que, se vuelva a tratar del 
problema de la discapacidad, reformando la Ley 13/1982, cuando como 
hemos visto anteriormente, se acababa de aprobar una ley específica cual es 
la ley 51/2003 de 2 de diciembre. 
La ley 62/2003 dedica el capítulo III del título II a las medidas para la 
aplicación del principio de igualdad de trato20, con una técnica delicada cual 
es la copia de la terminología de las directivas comunitarias, útil cuando se 
fijan principios generales pero inapropiada cuando se quieren regular insti-
tuciones concretas, lo que se comprueba si se comparan las genéricas 
20 Ver Mercader Uguina, Jesús R., -Avalanchas normativas y legislación al por mayor. Algunas 
reflexiones sobre la Ley de Acompañamiento para el 2004. Relaciones Laborales n° 6/2004, pág. 102 
y ss. y Molina Navarrete C., «Del «principio» al «derecho» a la igualdad de oportunidades», Trabajo 
y Seguridad Social, Recursos Humanos, n° 251.2, febrero 2004, pág. 149 y ss. 
secciones primera y segunda con la tercera que modifica determinados 
artículos de la normativa vigente. 
El objeto del capítulo III es el establecimiento de medidas para la 
aplicación real y efectiva del principio de igualdad de trato y no discrimina-
ción por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, 
edad u orientación sexual, siendo de aplicación tanto en el sector público 
como en el privado, procediendo a definir, con términos genéricos, tanto el 
principio de igualdad de trato como la discriminación directa, la indirecta y 
el acoso. Además, en la sección segunda, que tiene por objeto establecer las 
medidas para sea real y efectivo el principio de la plena igualdad de trato y 
no discriminación por razón de origen racial o étnico en la educación, la 
sanidad, las prestaciones y los servicios sociales, la vivienda y en general, la 
oferta y el acceso a cualesquiera bienes y servicios, se considera posible para 
garantizarlo el establecimiento de medidas de acción positiva, así como 
medidas procesales, genéricas, en materia de legitimación, y de inversión de 
la carga de la prueba en supuestos de discriminación racial o étnica y la 
creación de un Consejo para la promoción de la igualdad de trato y no 
discriminación de las personas por el origen racial o étnico. 
Por lo que respecta a la sección tercera, dedicada a las medidas en materia 
de igualdad de trato y no discriminación en el trabajo, sea cual sea la causa 
de discriminación, directa o indirecta por razón del origen racial o étnico, la 
religión o convicciones, la discapacidad, la edad o la orientación sexual de una 
persona, contiene en primer lugar una regulación paralela a la de la sección 
segunda en cuanto a las medidas de acción positiva y de inversión de la carga 
de la prueba en los órdenes jurisdiccional civil y contencioso administrativo. 
En segundo lugar contiene concretas modificaciones del ET, de la Ley 13/ 
1982, de integración social de los minusválidos, de la Ley de Procedimiento 
Laboral y de la LISOS para aplicar eficazmente el principio de igualdad al que 
nos estamos refiriendo. Por último se dedica un artículo, el 42, que se dedica 
de forma genérica al fomento de la igualdad en la negociación colectiva: «los 
convenios colectivos podrán incluir», medidas tendentes a combatir todo tipo 
de discriminación y a evitar el acoso, lo que no supone ninguna novedad y no 
deja de ser una muestra de buenas intenciones. Por su parte, el artículo 43 
establece que los poderes públicos fomentarán la adopción de planes de 
igualdad a favor de las personas con discapacidad, por las empresas y por las 
organizaciones sindicales y empresariales, mediante los incentivos y medidas 
de apoyo establecidas para ello, lo que no supone precisamente una novedad 
importante. 
4. Empleo y mercado de trabajo 
Este contenido del Derecho del Trabajo o nueva rama del ordenamiento, 
que no es lugar para entrar en esas disquisiciones, que cada vez está 
adquiriendo una mayor relevancia, está sujeto a continuos cambios y el año 
2003 no podía ser una excepción, aunque se ha intentado fijar un marco 
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estable mediante la promulgación de la Ley 56/2003 de Empleo, para tratar 
de regular las importantes novedades en la materia. 
En efecto, durante los últimos años se han venido introduciendo en la 
Unión Europea y en España una triple serie de políticas en esta cuestión. En 
primer lugar, aunque la política de empleo continúa siendo una competencia 
de los estados miembros de la UE y en España de la Administración General 
del Estado, con competencia exclusiva en la materia sin perjuicio de su 
ejecución por los órganos correspondientes de las Comunidades Autónomas, 
cada vez está teniendo una mayor trascendencia la Estrategia Europea de 
Empleo, basada en tres objetivos globales interrelacionados entre sí: pleno 
empleo, calidad y productividad en el trabajo y la cohesión y la inclusión 
sociales. Dentro de la EEE, la estrategia de Lisboa estableció un nuevo 
objetivo: convertir a la UE en la economía basa en el conocimiento más 
competitiva y dinámica del mundo, capaz de crecer económicamente de 
manera sostenible con más y mejores empleos y con mayor cohesión social. 
Esta estrategia fija el objetivo de lograr una tasa general de empleo en la 
Unión Europea del 70% en el 2010, una tasa de empleo femenino del 60% y una 
tasa de empleo de las personas de 55 a 64 años del 50% ambas en dicha fecha, 
con distintos objetivos intermedios. Para lograr dichos fines y en base al 
principio de subsidiariedad y al método abierto de coordinación con los que 
actúa la Unión Europea en estos temas21 se aprueban anualmente unas 
Directrices para las políticas de empleo de los Estados miembros, así como 
unas Recomendaciones sobre la aplicación de las políticas de empleo22. 
Igualmente se aprueba un Informe Conjunto sobre el empleo de la Comisión 
y el Consejo23 para evaluar los progresos realizados por los distintos Estados 
miembros. Anualmente, desde 1998, los distintos Estados miembros aprueban 
un Plan de Acción para el Empleo24 que sirve para fijar los objetivos de cada 
país en la materia, con la participación de las organizaciones empresariales 
y sindicales más representativa y de las Comunidades Autónomas. 
En segundo lugar, y en el marco de esta estrategia, se ha aumentado de 
forma significativa el porcentaje destinado por el Instituto Nacional de 
Empleo a las llamadas políticas activas de empleo en relación con las 
prestaciones y subsidios de desempleo, proveniendo muchos de los fondos de 
la Unión Europea, destinadas a favorecer la mejora de la empleabilidad de los 
desempleados y también con un enfoque preventivo destinado a fomentar la 
21  De acuerdo con lo que disponen los artículos 125 y ss. de la versión consolidada del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea. 
22 Las correspondientes al 2003 fueron aprobadas el 22 de julio y publicadas en el DOCE de 5 de 
agosto, L/197/ 13 y L/197/22. 
23 El Proyecto de Informe conjunto sobre el empleo 2003/2004 de 21.1.2004 COM(2004) 24 final, 
fue aprobado por el Consejo Europeo celebrado en Bruselas los días 25 y 26 de marzo de 2004. 
24 El correspondiente a 2003 del Reino de España, fue aprobado en el Consejo de Ministros de 
19 de septiembre de 2003. Puede consultarse en la página web del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales. 
formación profesional continua que evite la pérdida del empleo y que mejore 
la ocupabilidad. 
En tercer lugar se ha producido una transferencia de funciones y servicios 
para la ejecución de las políticas activas de empleo desde el INEM a las 
Comunidades Autónomas. En este sentido, después de muchos avatares, se 
han traspasado en el 2003 a la Comunidad Autónoma de Andalucía las 
competencias del Instituto Nacional de Empleo en el ámbito del trabajo, el 
empleo y la formación, mediante el RD 467/2003 de 25 de abril. Se trata de 
las competencias en materia de: A) Intermediación del mercado de trabajo; 
inscripción y registro de los demandantes de empleo y de registro o comuni-
cación de los contratos laborales, autorización de agencias de colocación de 
ámbito autonómico y gestión de la red EURES (European Employment 
Services) de la Unión Europea. B) Funciones de gestión y control de políticas 
de empleo, subvenciones y ayudas públicas de la política de empleo, 
organización de los convenios con las entidades asociadas de los servicios 
integrados para el empleo, gestión y control de los programas nacionales de 
escuelas taller, casas de oficio y talleres de empleo, así como los fondos de 
promoción de empleo. C) Centros nacionales de formación profesional 
ocupacional. D) Potestad sancionadora en materia de empleo de acuerdo con 
lo que establezca la legislación del estado. Por su parte, el INEM se reserva 
la gestión de los fondos del programa de fomento de empleo agrario (AEPSA) 
antiguo Plan de Empleo Rural, existiendo también competencias comparti-
das. Para la puesta en práctica efectiva del traspaso y para coordinar la 
gestión del empleo y la formación profesional con la protección por desem-
pleo se prevén convenios de colaboración entre las administraciones, que 
hasta el momento no se han publicado. 
Para asumir las competencias, el Parlamento Andalucía aprobó la Ley 4/ 
2002, de 16 de diciembre (BOJA del 28), de creación del Servicio Andaluz de 
Empleo, organismo autónomo de carácter administrativo, adscrito a la 
Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, hoy Consejería de Empleo. 
Los centros directivos del SAE se establecieron por el Decreto 103/2003 de 15 
de abril (BOJA del 29). Razones de espacio nos impiden continuar exponiendo 
su estructura y funciones. 
Ante la nueva situación expuesta y la obsolescencia de la Ley Básica de 
Empleo 51/1980 de 8 de octubre, el Gobierno el 17 de abril de 2002 propuso 
a las organizaciones empresariales y sindicales más representativas un 
Documento para llegar a un acuerdo de Medidas para la Reforma de la 
Protección por Desempleo y de la Ley Básica de Empleo, el anteproyecto de 
esta última se presentó al CES y fue severamente criticado25. Ante la reacción 
tan adversa al RDLey 5/2002 de reforma del desempleo, el Gobierno no elevó 
al Congreso el Proyecto de ley de Empleo hasta julio de 2003, convirtiéndose 
25 Ver su Dictamen n° 7/2002, aprobado por el Pleno el 24 de junio. 
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tras su tramitación parlamentaria en la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de 
Empleo26. 
La finalidad de la ley, según su Exposición de Motivos, es plausible, 
incrementar la eficiencia del funcionamiento del mercado de trabajo y 
mejorar las posibilidades de incorporación al mismo para conseguir el 
objetivo del pleno empleo, pero en realidad la segunda finalidad de la ley es 
la más importante, asegurar la cooperación y coordinación entre las adminis-
traciones implicadas para lograr la máxima efectividad y donde las críticas de 
todos los sectores son mayores, ya que puede suponer una marcha atrás en 
el proceso descentralizador iniciado. El instrumento central de la ley es la 
creación del Sistema Nacional de Empleo, integrado por el Servicio Público de 
Empleo Estatal, nueva denominación del INEM, y los Servicios Públicos de las 
Comunidades Autónomas. Componen sus órganos la Conferencia Sectorial de 
Asuntos Laborales y el Consejo General del Sistema Nacional de Empleo y son 
sus instrumentos el Plan Nacional de Acción para el Empleo, el Programa anual 
de trabajo del Sistema Nacional de Empleo y el Sistema de Información de los 
Servicios Públicos de Empleo previéndose la participación en el Sistema de las 
organizaciones empresariales y sindicales más representativas, así como de 
las Comunidades Autónomas y de sus Servicios Públicos de Empleo. 
En la ley 56/2003 se definen los objetivos de la política de empleo y la 
intermediación laboral, en la que se permite colaborar a agencias privadas de 
colocación y que será gratuita, llevándose a cabo respetando el principio de 
igualdad de oportunidades en el acceso al empleo y el de no discriminación. 
Asimismo, se concreta el concepto de políticas activas de empleo, poniéndo-
las en relación con las prestaciones por desempleo, pero sin configurarlas 
como un derecho de los desempleados o de los perceptores de prestaciones, 
se pone de relieve el enfoque preventivo de las políticas activas de empleo 
y se definen los colectivos prioritarios, jóvenes, mujeres, mayores de 45 años, 
discapacitados e inmigrantes. Por último, se intenta una coordinación entre 
las políticas activas y la protección económica por desempleo, más programática 
que eficaz según está regulada y que precisa de conciertos entra las 
administraciones implicadas, así como una cooperación y coordinación entre 
el Servicio Público de Empleo Estatal y las administraciones autonómicas. 
En definitiva, se ha querido hacer una Ley Marco, pero para ello era 
necesario un consenso, dada la diversidad de competencias y comunidades 
autónomas afectadas y una discusión parlamentaria sosegada dada la enver-
gadura y complejidad de los problemas, mientras que se ha aprobado 
apresuradamente una ley que precisará, si continúa en vigor, de una multitud 
de conciertos y convenios para que pueda ser aplicada. 
26 Ver su comentario en Molina Hermosilla O. y Molina Navarrete C., «"Más acá y más allá del 
trabajo": comentario a la Ley 56/2003, de Empleo», Trabajo y Seguridad Social, Recursos Humanos, 
n° 251.2, febrero 2004, pág. 23 y ss. y Cavas Martínez, F, «El nuevo Derecho del Empleo. A propósito 
de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de empleo», Aranzadi Social, n° 19, marzo 2004, pág. 9 y ss. 
Uno de los contenidos habituales de la Ley de Acompañamiento es el 
programa de fomento para el empleo, aunque en ocasiones se ha regulado en 
otras normas y casi siempre se modifica varias veces en el año. En la Ley 62/ 
2003, en su artículo 44, se contiene el programa para el 2004, que, como en 
ocasiones anteriores, fomenta el empleo mediante la bonificación de la cuota 
empresarial a la Seguridad Social por contingencias comunes en distintos 
porcentajes dependiendo del tipo de trabajadores de que se trate27. Los 
contratos incentivados, fundamentalmente, son de tres tipos: a) Contrata-
ción indefinida de cualquier trabajador, excepto varones menores de 45 años 
que no estén inscritos ininterrumpidamente en la oficina de empleo durante 
seis o más meses; b) Transformación en indefinidos de los contratos de 
duración determinada o temporales, celebrados con anterioridad a 1 de enero 
de 2004 y los formativos, de relevo y de sustitución por anticipación de la edad 
de jubilación cualquiera que sea la fecha de su celebración; c) Contratos de 
carácter indefinido suscritos con trabajadores de sesenta o más años y con una 
antigüedad en la empresa de cinco o más años. 
El porcentaje de bonificación varía, desde el 25% hasta el 100% y la 
duración oscila entre doce meses y hasta toda la vigencia del contrato 
dependiendo del tipo de trabajador y su situación. Por otra parte, se 
establece en el artículo 44.6 de la LMFAOS, que las bonificaciones indicadas 
no podrán, en concurrencia con otras medidas de apoyo público establecidas 
para la misma finalidad, superar el 60 por ciento del coste salarial anual 
correspondiente al contrato que se bonifica, medida lógica, pero de difícil 
comprobación, ya que no existe un control único de bonificaciones y 
subvenciones. 
Existen, además, una serie de reglas en el citado artículo 44 sobre 
financiación, a cargo del INEM, y control, reintegro de beneficios, manteni-
miento de bonificaciones, exclusiones y requisitos de los beneficiarios. 
De todas formas, habría que evaluar las ventajas de una reducción tan 
generalizada de cotizaciones y su relación coste/beneficio, así como si la 
práctica generalización de las bonificaciones está de acuerdo con la norma-
tiva comunitaria de los artículos 87 y siguientes del Tratado en relación con 
la libre competencia. Como es sabido, la Comisión Europea y posteriormente 
el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia de 7-3-2002, 
asunto C-310/99 República Italiana contra Comisión, han considerado como 
ayudas a las empresas contrarias a la libre competencia una serie de ellas de 
la República Italiana muy parecidas a las españolas. Sin embargo, no 
requieren autorización las ayudas comprendidas dentro de los topes fijados 
por el llamado Reglamento de mínimis (Reglamento 69/2001, de 12 de enero, 
DOCE de 13 de enero), en el momento actual en 100.000 euros por empresa-
rio, ni tampoco las que afecten a regiones escasamente desarrolladas o con 
27 Ver Morón Prieto R., «Los estímulos a la contratación durante el 2004», Mes a Mes, n° 92, 2004, 
pág. 45 a 51. 
    
Crónica Jurídica Hispalense/Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
 
443 442 
 
Jaime Castiñeira Fernández 
  
     
      
especiales problemas de desempleo, precisando las demás de autorización 
por parte de las autoridades comunitarias. 
La Comunidad Autónoma de Andalucía, en su Decreto 141/2002 de 7 de 
mayo, mantiene una política de subvenciones al empleo estable, al empleo 
en zonas específicas, al empleo de personas con discapacidad, de apoyo al 
autoempleo y de apoyo a proyectos de interés social28, que dadas las 
circunstancias socioeconómicas actuales parecen cumplir las exigencias 
comunitarias si se sigue el procedimiento de comunicación exigido. El 
problema radica en que al llevarse a cabo las ayudas mediante subvenciones, 
su concesión está condicionada a la existencia de dotación presupuestaria y, 
al menos con carácter general y previo, no se conoce la cuantía y sobre todo 
la distribución de dichas dotaciones, por lo que disminuye su potencialidad de 
creación de empleo. 
5. Otras modificaciones de normas laborales 
Una norma no específicamente laboral, pero que nos afecta directamente, 
es la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre, de reforma de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, modificada por la Ley Orgánica 
8/2000, de 22 de diciembre, pendiente todavía de desarrollo reglamentario, 
para el que la DF 3a de la LO 14/2003 fijaba un plazo de seis meses y que tiene 
que modificar el reglamento de ejecución de la LO 4/2000, aprobado por RD 
864/2001, de 20 de julio. De todas formas, dado el cambio de gobierno 
después de las elecciones del 14 de marzo de 2004 y que la mayoría de las 
Leyes y reglamentos han sido recurridos ante los distintos tribunales, no sería 
extraño una nueva modificación de la normativa de extranjería. En todo caso, 
como sostiene el CES en su Informe 2/2004 «La inmigración y el mercado de 
trabajo en España»29, el marco normativo de extranjería es «un cuerpo legal 
complejo, disperso y necesitado de refundición y simplificación». 
El artículo 24 de la Ley 62/2004 de MFADOS ha modificado, en relación con 
el llamado contrato de inserción, el párrafo segundo de la letra d) del 
apartado 1 del artículo 15 del ET, con la finalidad de subvencionar los costes 
salariales y de seguridad social de los complementos salariales de residencia 
reglamentariamente establecidos. Asimismo se modifica por el artículo 45 de 
la Ley 62/2004, la Ley 4/1997 de sociedades laborales, para el supuesto de 
28  La técnica normativa utilizada es complicada ya que existen numerosas órdenes que 
desarrollan el Decreto, que a su vez se modifican parcialmente, por lo que el conocimiento global es 
difícil. 
29 A este Informe, aprobado por el pleno del CES el 28 de abril de 2004, nos remitimos para el 
estudio de la problemática de la inmigración y de su normativa vigente, así como a Esteban de la Rosa 
G. y Molina Navarrete C., «Una nueva reordenación del régimen jurídico de los trabajadores 
extranjeros en España: comentarios a la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre”, Trabajo y 
Seguridad Social, Recursos Humanos, n° 251.2, febrero 2004, pág. 65 y ss.. 
que tengan menos de 25 trabajadores, fijando el porcentaje del total de 
horas-año que pueden ser trabajadas por trabajadores indefinidos que no 
sean socios. 
Por último, hay que hacer referencia a la enésima modificación de la LISOS, 
esta vez la llevada a cabo por el artículo 46 de la Ley 62/2004, en materia de 
formación profesional y continua, infracciones de los trabajadores por cuenta 
ajena y propia, infracciones en materia de Seguridad Social y se da, una vez 
más, nueva redacción al artículo 47 de la LISOS que trata de sanciones a los 
trabajadores, solicitantes de prestaciones de la Seguridad Social y beneficia-
dos y al artículo 48.4 en materia de coordinación y distribución de competen-
cias sancionadoras, de especial cuando se han transferido las competencias 
en materia de políticas de empleo a las comunidades autónomas. Además se 
añade una DA 3a, para aclarar las competencias sancionadoras en materia de 
prestaciones de desempleo en la que se invoca la colaboración entre el INEM3° 
y las comunidades autónomas. 
Punto importante es el de las consecuencias de un contrato de trabajo 
celebrado por un extranjero sin permiso de trabajo, tradicionalmente 
considerado como nulo, pero que después de las distintas modificaciones de 
las diferentes leyes de extranjería, especialmente la nueva redacción del 
artículo 36.3 llevada a cabo por la LO 14/2000: «la carencia de la correspon-
diente autorización por parte del empresario, sin perjuicio de las responsa-
bilidades a que dé lugar, incluidas aquéllas en materia de seguridad social, 
no invalidará el contrato de trabajo respecto de los derechos del trabajador 
extranjero, ni será obstáculo para la obtención de las prestaciones que 
pudieran corresponderle», que debe interpretarse en el sentido de que el 
contrato será válido entre las partes y que el empresario tendrá que afrontar 
las lógicas responsabilidades administrativas o penales por contratar a un 
trabajador sin permiso de trabajo. 
En el mismo sentido y para evitar enriquecimientos sin causa para el 
empresario, el artículo 48 de la Ley 62/2003, sin incluir el nuevo precepto en 
ninguna norma de contenido análogo, LGSS o LISOS, ha dispuesto un incre-
mento de la multa a imponer a quién emplee a un trabajador extranjero sin 
la preceptiva autorización de trabajo, en la cuantía de las cuotas de Seguridad 
Social y demás conceptos de recaudación conjunta, desempleo, fondo de 
garantía salarial y formación profesional31 , que hubiera correspondido ingre-
sar durante toda la relación, teniéndolo que hacer ahora en la Tesorería 
General de la Seguridad Social. 
30 Aunque la ley 62/2003 es posterior a la ley 56/2003 de empleo continúa denominando de la 
forma antigua al Servicio Público de Empleo Estatal. 
31 Entiendo que deben incluirse las cuotas empresariales y de los trabajadores, al no especificarse 
lo contrario. 
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III. LEGISLACIÓN DE SEGURIDAD SOCIAL 
El acontecimiento más importante que se ha producido en esta disciplina 
en el año 2003 entiendo que ha sido la aprobación por el Pleno del Congreso 
de los Diputados el 1 de octubre, por una amplísima mayoría, del Informe de 
la Comisión no permanente para la valoración de los resultados obtenidos por 
la aplicación de las recomendaciones del Pacto de Toledo32, de obligada 
lectura para aquellas personas interesadas en la problemática de la Seguridad 
Social, así como el debate parlamentario previo a su aprobación que contiene 
algunos discursos dignos de su estudio y difusión33. La Comisión, creada el 30 
de mayo de 2000 y compuesta por miembros de todos los grupos parlamen-
tarios, se propuso como objetivos de su Informe valorar los resultados de las 
catorce recomendaciones que se aprobaron por el Congreso el 15 de febrero 
de 1994 con el consenso de los grupos parlamentarios, el llamado Pacto de 
Toledo, así como consensuar las modificaciones más apropiadas que deben 
introducirse en el sistema de pensiones para adaptarlo a los cambios de todo 
tipo que se están produciendo. 
El Informe de la comisión, en sus conclusiones, tras un preámbulo en el que 
expone las líneas maestras de la Seguridad Social en los últimos veinticinco 
años y los condicionamientos demográficos y económicos que inciden en su 
futuro, analiza el desarrollo de las recomendaciones del Pacto de Toledo y 
actualiza algunas de ellas. A continuación, incorpora unas recomendaciones 
adicionales en materia de nuevas formas de trabajo y desarrollo profesional, 
mujer y protección social, dependencia, problema para el que considera 
necesario configurar un sistema integrado de atención en el que quede 
claramente definido el papel que ha de jugar el sistema de protección social 
en su conjunto, discapacidad e inmigración, a la que considera un importante 
desafío para nuestra sociedad y a la vez una gran contribución a la estabilidad 
de nuestro sistema de protección social en el futuro. Por último, enmarca 
nuestro sistema de pensiones en el contexto de las distintas políticas de la 
Unión Europea, examinando los mecanismos de coordinación, la sostenibilidad 
financiera del sistema y la movilidad de los trabajadores y propone que 
transcurridos al menos cinco años se revise por el Congreso de los Diputados 
el grado de cumplimiento de las recomendaciones, así como solicita que por 
el Gobierno y el Parlamento se habiliten instrumentos de carácter permanen-
te que evalúen la evolución de las magnitudes y variables que influyen en los 
fenómenos asociados al envejecimiento de la población y especialmente su 
incidencia en los sistemas de pensiones. 
32 El Informe está publicado en el Boletín Oficial del Congreso, 2 de octubre de 2003, serie D, 
núm. 596, pág. 1 a 102. 
33 Ver Congreso de los Diputados, Diario de Sesiones de 2 de octubre de 2003, n° 284, pág. 14948 
a 14967. 
A lo largo de la presente legislatura del Parlamento y tras el imprescindible 
diálogo social con las organizaciones empresariales y sindicales, se aprobarán 
las distintas normas que pondrán en práctica estas recomendaciones. 
Además del anterior acontecimiento, el año 2003 ha sido especialmente 
pródigo en legislación de Seguridad Social, con una intensa dispersión 
normativa en sus más variadas formas34, pero unidas por la precipitación y la 
falta de consenso, ya que no han sido reformas pactadas, como las anteriores 
a excepción del desempleo, sino reformas unilaterales, por lo que no sería de 
extrañar modificaciones posteriores. Procederemos, por razones 
metodológicas, a estudiar las modificaciones por materias, no por norma. 
1. Campo de aplicación y encuadramiento 
En el año 2003 se han promulgado una serie de decretos incluyendo a varios 
colectivos en diferentes regímenes de la seguridad social. Así el RD 287/2003 
de 7 de marzo, ha incluido a todos los deportistas profesionales, aquellos 
comprendidos en el ámbito de aplicación del RD 1006/1985 de 26 de junio, 
en el Régimen General, cerrando una serie de inclusiones concretas anterio-
res que comienza con la inclusión de los futbolistas por el RD 2621/1986 de 
24 de diciembre, seguido por las de ciclistas, jugadores de baloncesto y 
balonmano etc. Asimismo se han encuadrado en el Régimen General a los 
Becarios de Investigación que cumplan una serie de requisitos, aunque 
careciendo de la protección por desempleo sin razón explicable. 
Por su parte, el RD 1505/2003 de 28 de noviembre ha incluido a los Notarios 
en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, en desarrollo del artículo 
41 de la Ley 24/2001 de 27 de diciembre de MFADOS, permitiéndose la 
continuidad de sus Mutualidades con carácter voluntario y complementario. 
Por su parte, el artículo 45.2 de la LMFADOS, ha derogado la DF 3a de la Ley 
48/2003 de 26 de noviembre de Puertos y ha encuadrado a los prácticos de 
puerto en el Régimen Especial de los Trabajadores del Mar, asimilando a 
trabajadores por cuenta ajena a los prácticos de puertos que se constituyan 
en corporaciones, con los mismos derechos que el resto de los trabajadores 
salvo las prestaciones por desempleo y FOGASA, en virtud de sus especiales 
circunstancias35. 
Una norma importante, pese a su escaso rango, es la Orden TAS 2865/2003, 
de 13 de octubre, por la que se regula el convenio especial en el Sistema de 
la Seguridad Social, facilitando su suscripción y unificando la dispersa 
normativa en vigor, pudiéndose elegir la base de cotización entre varias 
34 Se ha promulgado un RDLey de vario contenido tramitado posteriormente como Proyecto de 
Ley, además de varias leyes específicas que podían haber sido unificadas, otras leyes que regulan 
materias diversas pero que, además, contienen disposiciones de seguridad social y pese a todo, en 
la Ley de MFADOS también se ha introducido alguna norma de esta materia. 
35 Ver Mercader ob. cit. pág. 121 y ss. 
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posibilidades, según las anteriores cotizaciones del trabajador, siendo la base 
mínima de cotización igual a la mínima del RETA36. Debido a la complejidad 
de la regulación, antes de su entrada en vigor el 1 de abril de 2004 fue 
modificada por la Orden TAS 819/2004 de 12 de marzo (BOE de 31 de marzo), 
con la finalidad de completar lagunas, subsanar errores, incluir nuevos 
colectivos y determinar la fecha de efectos de las novaciones de los convenios 
celebrados de acuerdo con la normativa anterior. 
2. Financiación y Recaudación 
En esta materia se han aprobado importantes disposiciones, entre las que 
hay que destacar la Ley 28/2003 de 29 de septiembre, que siguiendo la línea 
marcada por el Pacto de Toledo y los Acuerdos que lo desarrollaron ha 
completado la regulación del Fondo de Reserva de la Seguridad Social, 
estableciendo con voluntad de permanencia los aspectos más importantes y 
encomendando a la normativa de desarrollo la regulación de los actos de 
gestión, intervención y control para facilitar la aplicación en cada momento. 
La ley dispone que los excedentes de ingresos de carácter contributivo que 
resulten de la liquidación de los presupuestos de la Seguridad Social de cada 
ejercicio se dediquen, prioritaria y mayoritariamente a la constitución del 
Fondo de Reserva, concretando además qué se entiende por excedente 
presupuestario. 
Aunque no es el lugar para reflexionar sobre la problemática de la 
financiación de la Seguridad Social, habría que plantearse si tiene sentido la 
existencia de esos excedentes dadas las cuantías de las pensiones mínimas y 
medias y el porcentaje español de gasto en políticas sociales en relación con 
el PIB, sobre todo cuando se trate de personas con necesidades probadas, 
especialmente si la cuantía del Fondo de Reserva sólo alcanza a cubrir un 
tercio del importe de las pensiones de un año37. 
Una segunda norma de gran importancia es la Ley 52/2003 de 10 de 
diciembre, de disposiciones específicas en materia de Seguridad Social, que, 
como vimos anteriormente, tenía entre sus objetivos sustituir el habitual 
recurso a la llamada Ley de Acompañamiento promulgando una ley «especí-
fica», objetivo que no se ha cumplido porque la dispersión normativa en esta 
materia ha sido superior este año que en los anteriores. En la materia que 
ahora nos concierne, se producen importantes y numerosas modificaciones en 
la LGSS, enmarcadas en un proceso de acercamiento de la regulación 
recaudatoria de la Seguridad Social a la existente en la normativa tributaria. 
De este modo, mediante la modificación del artículo 20 LGSS, se introduce 
una mayor flexibilidad en la concesión de aplazamientos para facilitar las 
36 Ver Panizo Robles, J.A., El Convenio especial en la Seguridad Social. (A propósito de la OM 
TAS/2865/2003 de 13 de octubre), Relaciones laborales n° 22, 2004, pág. 75 y ss. 
37 Porcentaje alcanzado en junio de 2004. 
regularizaciones en las situaciones de morosidad, posibilitándose que en 
algunas circunstancias se concedan aplazamientos sin aportar garantías y se 
simplifican y agilizan los procesos recaudatorios eliminándose la obligación 
de presentación de los documentos de cotización en algunos regímenes 
especiales, RETA, Empleados de Hogar, cuotas fijas del REASS y del Régimen 
Especial del Mar y cuotas del Seguro Escolar, para trabajadores en situación 
de alta, según establece el nuevo artículo 26 LGSS. 
Los anteriores recargos de mora y apremio se sustituyen, en el nuevo 
artículo 27 LGSS, por el recargo por ingreso fuera de plazo, que va a graduarse 
según el tiempo de abono y la presentación o no de los documentos de 
cotización, rebajándose en muchos supuestos en relación con la normativa 
anterior. Los recargos oscilan entre el tres por ciento de la deuda, si los 
sujetos responsables del pago han presentado en plazo los documentos de 
cotización y abonan las cuotas dentro del primer siguiente al vencimiento del 
plazo al 35 por ciento de la deuda si no se han presentado los documentos de 
cotización y se abonan las cuotas a partir de la terminación del plazo de 
ingreso establecido en la reclamación de deuda o acta de liquidación. 
El interés de demora, artículo 26 LGSS, que será el interés legal del dinero 
vigente en cada momento del devengo incrementado en un 25 por ciento, 
salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca uno 
diferente, será exigible tras las notificaciones de la providencia de apremio 
o del plazo fijado en las resoluciones desestimatorias de recursos contra 
reclamaciones de deuda o actas de liquidación. Por lo que respecta a la 
imputación de pagos parcial de la deuda apremiada se establece en el nuevo 
artículo 29 LGSS, sin perjuicio de la normativa de los aplazamientos y de la 
concursal, un orden de aplicación de los pagos, comenzando por la deuda que 
hubiera originado la ejecución del embargo o garantía y luego siguiendo con 
el resto de la deuda, aplicándose primero a las costas y luego a los títulos más 
antiguos, distribuyéndose proporcionalmente el importe entre principal, 
recargo e intereses. Por su parte, las reclamaciones de deudas, de acuerdo 
con lo que dispone el nuevo artículo 30 LGSS, se harán al sujeto responsable, 
a los responsables solidarios y subsidiarios y a los que hayan asumido 
responsabilidad por causa de muerte del deudor originario. 
Contra la reclamación administrativa de deuda y actas de liquidación, 
reguladas en el modificado artículo 31 LGSS, se contempla ahora un recurso 
de alzada, así como su traslado a los trabajadores, pudiendo los afectados 
interponer reclamación en cuanto al periodo de tiempo o la base de cotización 
a que la liquidación se contrae. El importante artículo 34 LGGS en su nueva 
redacción regula la providencia de apremio, que constituye título ejecutivo 
y frente a la que sólo se puede interponer recurso de alzada en casos tasados, 
suspendiéndose el procedimiento de apremio sin necesidad de presentación 
de garantías, hasta la resolución de la impugnación. Por el contrario, se 
dispone que si se formula recurso de alzada o contencioso-administrativo 
contra actos del procedimiento ejecutivo distintos de la providencia de 
apremio, el procedimiento no se suspenderá si no se paga, se consigna o se 
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garantiza con aval suficiente su importe, más recargos, intereses y una 
cantidad, el tres por ciento del principal, a cuenta de las costas. También se 
regula en el número 6 del artículo, el procedimiento de deducción frente a 
cualquier entidad de derecho público, Administración pública, organismo 
autónomo o entidad pública empresarial, consistente en la retención a favor 
de la Seguridad Social, previa audiencia de la entidad afectada, de la cuantía 
que corresponda por principal, recargo e intereses, sobre el importe total que 
con cargo a los Presupuestos Generales del Estado deba transferirse a la 
entidad deudora. Procedimiento que puede ser procedente en casos extre-
mos, pero que está regulado sin garantías expresas para las entidades 
afectadas, aunque deberán, entendemos, aplicarse los supuestos de compen-
sación de deudas38. 
En la ley 52/2003 también se contienen modificaciones a la LGSS en 
materia de cesión de datos de carácter personal, ampliando la regulación 
vigente a otros fines diferentes de los estrictamente recaudatorios, así como 
en materia de patrimonio de la Seguridad Social y cesión de bienes inmuebles 
y en la necesidad de estar al corriente en el cumplimiento de obligaciones con 
la Seguridad Social, para contratar con las Administraciones Públicas, no sólo 
en el momento de celebrar el contrato sino durante su vigencia así como para 
el cobro del precio del contrato. 
Por último, en esta materia se perfecciona la responsabilidad por cotiza-
ciones, ampliándola expresamente a los responsables solidarios subsidiarios 
o mortis causa, pudiéndose dirigir el procedimiento recaudatorio contra 
quién efectivamente reciba la prestación de servicios del trabajador, aunque 
formalmente no figure como empresario en los contratos, en los registros 
públicos o en los archivos de las entidades gestoras o servicios comunes. Esta 
extensión de responsabilidad es adecuada, pero tendrá que ser prudente y 
garante de los derechos de los ciudadanos la Administración de la Seguridad 
Social para que el procedimiento recaudatorio no se convierta en fuente de 
inseguridad jurídica. De la misma forma, se ha modificado el apartado 1 del 
artículo 104 de la LGSS, extendiendo la responsabilidad solidaria por sucesión 
en la titularidad de la explotación, industria o negocio establecida por el 
artículo 127 LGSS a la totalidad de las deudas generadas con anterioridad a 
la sucesión. Asimismo, se entiende que existe sucesión cuando sea una 
sociedad laboral la que continúe la explotación, esté o no constituida por 
trabajadores que prestaron servicios por cuenta del empresario anterior, lo 
que además de dificultar la continuidad de la empresa habrá que poner en 
conexión con el propio concepto de sucesión de empresas y su interpretación 
por la jurisprudencia comunitaria, tema que excede el ámbito de este 
38 En la Exposición de Motivos de la ley 52/2003, se menciona «el perfeccionamiento de los 
procedimientos recaudatorios seguidos frente al sector público, en especial los entes locales», 
mientras que en el artículo 34.6 el procedimiento de deducción se regula frente a todas las «entidades 
de derecho público». 
comentario. En los casos de sociedades o entidades disueltas y liquidadas, las 
obligaciones de cotización pendientes se transmiten a los socios o partícipes, 
que responderán solidariamente y hasta el límite del valor de la cuota de 
liquidación que se les hubiere adjudicado. 
Una cuestión muy importante en los cambios normativos es la rápida 
aprobación de la normativa reglamentaria, que en este supuesto se ha 
producido de una manera ejemplar. En efecto, las modificaciones que el 
articulado de la ley 52/2003 ha introducido en la LGSS en materia de 
recaudación entraron en vigor el uno de junio de 2004 y el nuevo Reglamento 
General de Recaudación de la Seguridad Social se aprueba por el RD 1415/ 
2004, de 11 de junio (BOE del 25)39. Además, se ha aprobado íntegramente el 
nuevo Reglamento en lugar de introducir reformas parciales en el anterior de 
1995 (aprobado por el RD 1637/1995) que se deroga expresamente, por lo que, 
como dice la propia Exposición de Motivos del nuevo Reglamento, se evita «la 
dispersión normativa y la dificultad de localización y manejo de sus distintos 
preceptos». La extensión y profundidad de las modificaciones introducidas, 
además de la fecha de publicación, en 2004, nos impide cualquier comentario 
al nuevo Reglamento. 
Aunque la ley 52/2003 se denomina de disposiciones específicas en 
materia de Seguridad Social, el legislador ha aprovechado la ocasión para 
modificar normas de otras materias. De este modo, se modifica, una vez más, 
el artículo 3.1.b) de la Ley de Procedimiento Laboral distribuyendo entre las 
jurisdicciones social y contenciosa-administrativa las competencias, atribu-
yendo a esta última los recursos en materia de encuadramiento, liquidación 
y gestión recaudatoria, incluyendo las cuotas de recaudación conjunta y las 
relativas a las actas de liquidación y de infracción «y demás actos administra-
tivos distintos de los de la gestión de prestaciones de la Seguridad Social». La 
interpretación de la norma no va a ser fácil —por ejemplo qué debe 
entenderse por cobertura de la prestación de incapacidad temporal— y la 
aplicación de la dualidad de jurisdicciones tampoco va a ser de fácil 
aplicación. Asimismo, se añade un nuevo apartado 2 al artículo 96 LGSS, por 
el que se aclara, o se complica, el artículo 3.1.b) LPL, en el sentido de que 
se establece que las resoluciones relativas a sanciones a los trabajadores y 
beneficiarios de prestaciones, de acuerdo con el artículo 47 de la LISOS, 
sanciones leves y graves, serán recurribles ante los órganos jurisdiccionales 
sociales, mientras que las por infracciones muy graves, artículo 48.4 LISOS, 
estarán residenciadas ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 
39 Hay que destacar que el Reglamento de la prestación de desempleo todavía no se ha aprobado, 
dos años después de la publicación del RDLey 5/2002 que se promulgó con carácter de urgencia. 
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3. Prestaciones 
A) Introducción 
Una de las razones de la aprobación del Proyecto de Ley que dio origen a 
la ley 52/2003, ha sido, posiblemente, la respuesta del Gobierno a la 
Sentencia del Tribunal Constitucional 239/2002 de 11 de diciembre, que 
resolviendo conflictos positivos de competencia declara la constitucionalidad 
de los Decretos de la Junta de Andalucía 284/1998 de 29 de diciembre y 62/ 
1999 de 9 de marzo que establecían ayudas económicas complementarias, de 
carácter extraordinario, a favor de los pensionistas de jubilación e invalidez 
en su modalidad no contributiva40. Con dicha finalidad, de respuesta, se 
modificó el artículo 2 LGSS y se añadió un apartado 4 al artículo 38 LGSS, 
mediante, el primero de ellos se establece que el sistema de la Seguridad 
Social se fundamenta en los principios de universalidad, unidad, solidaridad 
e igualdad, mientras que el artículo 38.4 dispone que cualquier prestación de 
carácter público que tenga por finalidad el complementar, ampliar o modi-
ficar las prestaciones económicas de la Seguridad Social, tanto en sus 
modalidades contributiva como no contributiva, forma parte del sistema de 
la Seguridad Social y está sujeta a los principios antes citados. El problema es 
complejo, ya que, como es sabido las Comunidades Autónomas que han 
complementado y complementan, como veremos, prestaciones de Seguridad 
Social, lo hacen en base a su competencia reconocida en la Constitución en 
materia de asistencia social y la frontera entre ambos conceptos no es 
precisamente clara. La sentencia 239/2003 ha solucionado un problema 
concreto pero sus construcciones doctrinales no pueden solucionar todas las 
relaciones existentes entre Seguridad Social y Asistencia Social'". 
De todas formas, sería difícil entender como acorde a la Constitución que 
el principio de igualdad que se establece como fundamento de la Seguridad 
Social se interprete como que todas las prestaciones ofrecidas que sean 
competencia de las Comunidades Autónomas tengan que ser idénticas y que, 
además, el módulo lo fije exclusivamente la Administración General del 
Estado. Evidentemente, el problema excede con mucho el espacio que 
podemos dedicarle en este momento y hay que añadir que el cambio de 
gobierno en España incidirá sin duda en la aplicación, o sustitución de la ley 
52/2003, pero los problemas de distribución de competencias, así como los 
conceptuales de distinción entre seguridad social y asistencia social que son 
la causa de la cuestión continuarán. 
4° Ver por todos el comentario y las consideraciones que realiza Alarcón Caracuel, M.R., «La 
actuación de la Comunidad Autónoma en materia de Protección Social», en Veinte años de Relaciones 
Laborales en Andalucía, CARL, Sevilla, 2003, Cruz Villalón Jesús y Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer 
Mercedes, coordinadores, pág. 235 y ss. 
41  Ver Alarcón Caracuel ob. cit., especialmente pág. 262 y ss. 
Buena prueba de la continuidad de los problemas es la ampliación que ha 
llevado a cabo la Junta de Andalucía en el año 2003 en cuanto al ámbito de 
las ayudas sociales de carácter extraordinario. En efecto, mediante los 
Decretos 330, 331 y 332/ 2003 de 28 de noviembre se han aprobado dichas 
ayudas para el año 2004, pero además de las habituales a favor de los 
pensionistas por jubilación e invalidez en sus modalidades no contributivas (D 
330/200342) y las ayudas a favor de ancianos y enfermos incapacitados para 
el trabajo, con cargo al Fondo Nacional de Asistencia Social, y a favor de las 
personas con minusvalías beneficiarias del Subsidio de Garantía de Ingresos 
Mínimos (D 331/200343), se han aprobado ayudas a pensionistas de viudedad 
(D 332/200344), por lo que se están complementando pensiones contributivas 
de la Seguridad Social, aunque evidentemente son personas necesitadas al 
aplicarse únicamente el complemento o ayuda social de carácter extraordi-
nario a quienes tengan reconocida la pensión de viudedad con derecho a 
complemento por mínimos, por lo que tienen acreditada una escasez global 
de recursos. Asignaciones de este tipo se han aprobado con anterioridad en 
otras Comunidades Autónomas pero la polémica, en la que no podemos 
entrar, está servida. 
En materia de pluriactividad, el artículo 11 del RDLey 11/2003 y de la Ley 
36/2003 añaden una disposición a la LGSS, la 38', según la cual cuando se 
acreditan cotizaciones en varios regímenes y no se cause derecho a pensión 
en uno de ellos, las bases de cotización de éste podrán ser acumuladas a las 
del Régimen en que se cause pensión, a los solos efectos de determinar la base 
reguladora, sin exceder el tope máximo de cotización vigente en cada 
momento, por lo que se igualan en este supuesto pluriactividad y pluriempleo. 
Asimismo, se dispone que en el supuesto de determinar la base reguladora de 
jubilación, para que proceda la acumulación anteriormente citada, será 
preciso acreditar la pluriactividad durante los diez años inmediatamente 
anteriores al hecho causante, con reglas especiales, a determinar 
reglamentariamente, si la cotización en pluriactividad durante esos diez años 
hubiera sido parcial. Por su parte, el artículo 20 de la Ley 52/2003 añade otra 
Disposición Adicional, la 39', a la LGSS, mediante la que se exige el requisito 
de estar al corriente en el pago de las cotizaciones, en el supuesto en el que 
los trabajadores sean responsables de su ingreso, que la prestación sea 
consecuencia del cómputo recíproco de cotizaciones en un régimen de 
trabajadores por cuenta ajena permitiéndose el mecanismo de la invitación 
al pago regulado en el Régimen Especial de los Trabajadores Autónomas, 
42  La cuantía de las ayudas es de 75,26 € anuales. Según noticias de prensa difundidas por la Junta 
de Andalucía en 2004 la han percibido 109.456 andaluces. 
43 El importe de la ayuda asciende a 585 € al año distribuidos en cuatro pagas, habiendo sido 
entregadas a 27.577 andaluces en 2004. 
44 Han percibido la ayuda, de 112 € en un pago único, hasta el mes de junio 105.171 personas, 
estimándose por la Junta de Andalucía que el número total de beneficiarios ascienda a 115.000. 
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ahora extendido de manera uniforme a todos los supuestos en los que los 
trabajadores sean responsables de los ingresos de las cotizaciones. 
El artículo 21 de la Ley 52/2003, añade una Disposición Adicional, la 40a, 
a la LGSS, en la que se establece la presunción de que el interesado o su 
representante legal ha otorgado su consentimiento, salvo oposición expresa 
y por escrito, en relación con la remisión por las autoridades sanitarias de los 
datos e informes médicos del interesado, estrictamente relacionados con las 
lesiones y dolencias padecidas que resulten relevantes para la resolución del 
procedimiento, a efectos tanto de la declaración de la incapacidad perma-
nente como del reconocimiento o mantenimiento del percibo de las pres-
taciones de incapacidad temporal, orfandad o asignaciones temporales por 
hijo a cargo. 
Por último, con notoria tardanza", se ha cubierto el vacío existente, salvo 
pequeñas excepciones, estableciendo el RD 286/2003, de 7 de marzo, la 
duración de los plazos para la resolución de los procedimientos administra-
tivos para el reconocimiento de prestaciones en materia de Seguridad Social. 
B) Incapacidad temporal 
En esta materia, el artículo 25.2 de la Ley 62/2003 de MFADOS, modifica 
el apartado 3 del artículo 124 de la LGSS en el sentido de incluir las 
cotizaciones correspondientes a la situación de maternidad y de riesgo 
durante el embarazo en el cómputo de cotizaciones, mientras que con 
anterioridad sólo se incluía las correspondientes a incapacidad temporal. 
En el RETA se han producido, asimismo, importantes modificaciones que 
analizaremos en su momento. 
C) Incapacidad permanente 
En esta prestación, en línea con lo regulado anteriormente en relación con 
la pensión de jubilación, así como por la jurisprudencia, los artículos 13 y 14 
de la Ley 52/2003, han modificado, mediante la adición de párrafos, los 
artículos 138.2.b) y 140.4 LGSS. En el primer supuesto, acceso a la pensión 
desde una situación de alta o situación asimilada al alta sin obligación de 
cotizar, se determina el cómputo del periodo de cotización exigible, aplican-
do la teoría del paréntesis y precisando que el periodo de los 10 años, dentro 
de los cuales debe estar comprendido al menos una quinta parte del periodo 
de cotización exigible, se computará hacia atrás, desde la fecha en que cesó 
la obligación de cotizar. En el segundo artículo, forma del cálculo de la base 
45  La norma que impuso a la Administración la obligación de fijar en vía reglamentaria el plazo 
máximo de notificación de la resolución expresa y el plazo de tres meses en defecto de disposición 
expresa, es la Ley 30/1992 de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas. 
reguladora de la pensión en el mismo supuesto anterior cuando la obligación 
de cotizar exista sólo durante alguna parte del mes, lo que se denomina laguna 
parcial, se dispone que la integración por las bases mínimas se hará sólo si con 
la cantidad realmente cotizada no se alcanza a cubrir la cuantía de la base 
mínima mensual. 
Siguiendo con la tradición de modificar mediante ley las interpretaciones 
o la cobertura de lagunas de la jurisprudencia, el artículo 15 de la Ley 52/2003 
modifica el primer párrafo del apartado 2 del artículo 143 LGSS, en el sentido 
de que hay que hay que hacer constar necesariamente el plazo a partir del 
cual se podrá instar la revisión de la incapacidad permanente, incluso en las 
resoluciones en las que se confirme el grado reconocido previamente. 
Por lo que respecta a los beneficiarios de la pensión de invalidez en su 
modalidad no contributiva, el artículo 16 de la Ley 52/2003 da nueva 
redacción al párrafo tercero del artículo 144.1.d) de la LGSS, incluyendo a los 
beneficiarios de la renta activa de inserción para trabajadores desempleados 
de larga duración mayores de 45 años entre aquellos que recuperan 
automáticamente la pensión de invalidez cuando cesen en el programa de 
renta activa, no computándosele en las rentas a efectos de la citada pensión 
las que hubiesen percibido por su integración en dicho programa en el 
ejercicio económico en el que cese en el mismo. 
Por último, la Disposición Derogatoria única de la Ley 52/2003 ha derogado 
los artículos 153 a 159, ambos inclusive, de la LGSS que tratan de las 
prestaciones recuperadoras, limitadas a los inválidos permanentes cuando la 
Seguridad Social era exclusivamente profesional46, pero que ahora deben 
encuadrarse en el tratamiento integral de las personas con minusvalías. 
D) Jubilación 
En esta materia las modificaciones no han sido numerosas. Al igual que en 
incapacidad permanente el artículo 14 de la Ley 52/2003 añade un segundo 
párrafo al apartado 1.2 del artículo 162 LGSS, idéntico al añadido al 140.4., 
regulando la integración de las lagunas parciales, a cuyo anterior comentario 
nos remitimos. 
Por su parte, la DA 2a de la Ley 52/2003 modifica el artículo 161.3.d) y el 
cuarto párrafo de la norma 2a, apartado 1, de la DT 3a LGSS, en cuanto al 
concepto de cese involuntario en el trabajo a efectos de aplicación de los 
coeficientes reductores en las jubilaciones anticipadas, presumiéndose que 
el cese se produjo de forma involuntaria, cuando la extinción se haya 
producido por alguna de las causas previstas en el artículo 208.1.1 LGSS, en 
46 De todas formas, los artículos 32 a 36 de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social 
de los minusválidos, extendía las prestaciones de recuperación a todos los minusválidos en edad 
laboral. 
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la redacción llevada a cabo por la Ley 45/2002, que regula los supuestos de 
extinción a efectos de la situación legal de desempleo'''. 
El artículo 26.4 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco 
del personal estatutario de los servicios de salud, dispone la extensión de la 
jubilación voluntaria, total o parcial, a dicho personal siempre que reúna los 
requisitos establecidos en la legislación de Seguridad Social, autorizando a las 
Comunidades Autónomas el establecimiento de mecanismos para que el 
personal estatutario se acoja a esta jubilación como consecuencia de un plan 
de ordenación de recursos humanos. De la misma forma se prevé la posibilidad 
de permanecer en activo, más allá de la jubilación forzosa a los 65 años, si 
se reúne la capacidad funcional para el desarrollo del trabajo y se autoriza 
en función de las necesidades de los recursos humanos o, también, cuando el 
personal estatutario necesite seis años o menos de cotización para causar 
pensión de jubilación, con independencia de su cuantía, disponiéndose 
también un régimen transitorio, DT 7a, para los que hayan cumplido los 60 
años a la entrada en vigor de la Ley 55/2003. 
Hay que destacar en la prestación que comentamos el desarrollo regla-
mentario, mediante el RD 1539/2003 de 5 de diciembre, de la previsión 
normativa del artículo 161.2. párrafo segundo LGSS, en la redacción llevada 
a cabo por la Ley 35/2002 de 12 de julio, según la cual se prevé que la edad 
ordinaria de jubilación, 65 años, podrá ser reducida en el caso de trabajadores 
minusválidos que acrediten un grado de minusvalía igual o superior al 65 por 
ciento, a causa del mayor esfuerzo y penosidad para un trabajador minusvá-
lido desarrollar una actividad profesional. Esta anticipación de jubilación se 
hace sin reducción de la cuantía de la pensión, no estableciéndose una edad 
de acceso a la jubilación común para todos los afectados, sino fijando unos 
coeficientes reductores a la edad ordinaria, el 0,25 o el 0,50 dependiendo de 
si el minusválido precisa o no el concurso de otra persona para la realización 
de los actos esenciales de la vida ordinaria, según el tiempo efectivamente 
trabajado". Lo dispuesto en este RD se aplica no sólo al Régimen General de 
la Seguridad Social, sino también a los Regímenes Especiales Agrario, de 
Trabajadores del Mar y de la Minería del Carbón. 
E) Muerte y Supervivencia 
Como no podía ser menos, continúa el goteo de pequeñas reformas en esta 
prestación sin acabar de acometerse la reforma global que precisa dados los 
47 Continuando con la deficiente técnica normativa tantas veces criticada, se ha aprovechado 
el RD 1795/2003 de 26 de diciembre, de mejora de las pensiones de viudedad, para incorporarle una 
DF 1a mediante la que se modifica el RD 1132/2002 de 31 de octubre, que desarrolla la Ley 35/2002, 
para adaptarlo a las modificaciones que hemos comentado. 
48  Existen, además, previsiones en la DA única del RD 1539/2003 para el acceso a la jubilación 
anticipada de aquellos minusválidos que tuvieran derecho a ella de acuerdo con la DT 3a.1.2a y el 
artículo 161.3 LGSS. 
numerosos e importantes cambios en la sociedad que se han producido en los 
últimos años. En el año 2003, mediante la modificación del primer párrafo del 
apartado 1 del artículo 174 LGGG llevada a cabo por la Ley 52/2003, se ha 
elevado, con acierto, al texto legal el periodo de carencia exigido para tener 
derecho a la pensión de viudedad por enfermedad común, con anterioridad 
remitido al desarrollo reglamentario, de quinientos días dentro de un periodo 
ininterrumpido de cinco años inmediatamente anteriores a la fecha del hecho 
causante, siempre que se cause desde una situación de alta o de asimilación 
al alta. En los supuestos en que se cause desde estas situaciones sin obligación 
de cotizar, la norma incorpora la teoría del paréntesis, retrotrayendo el 
periodo de cotización de quinientos días a un periodo ininterrumpido de cinco 
años anteriores a la fecha en que cesó la obligación de cotizar, limitando la 
doctrina jurisprudencial que no exigía que el periodo de quinientos días fuera 
ininterrumpido. 
Otra regla precisa introducida por la Ley 52/2003 en la LGSS, es la 
compatibilidad en el supuesto de concurrencia de pensiones de supervivencia 
causadas en diferentes regímenes, exigiéndose, en el modificado artículo 179 
LGSS, la superposición de cotizaciones acreditadas en cada uno de los 
regímenes al menos durante 15 años. 
El RD 1795/2003 de 26 de diciembre, ha completado la mejora del 
porcentaje a aplicar sobre la base reguladora de la pensión de jubilación 
pactada en el Acuerdo Social de 9 de abril de 2001, aumentándolo en cuatro 
puntos por lo que queda en el 52 por ciento. El mismo RD también modifica 
la forma del cálculo de la base reguladora de las pensiones por muerte y 
supervivencia derivada de contingencias comunes, cuando el causante falle-
ce en situación de activo, ampliando el periodo de referencia en el que debe 
estar comprendido el periodo de 24 mensualidades a elegir por el interesado 
hasta los 15 años inmediatamente anteriores a la fecha del hecho causante 
de la pensión, lo que aumenta la contributividad y la proporcionalidad entre 
cotización/pensión, teniendo en cuenta que, en los momentos actuales, no 
siempre son más elevadas las cotizaciones de los últimos años de un asegurado 
que fallezca. 
Por último, la Ley 62/2003 también ha introducido modificaciones en esta 
prestación, unas meramente de retoque técnico, llevado a cabo por el 
artículo 25.3 en el apartado 1 del artículo 172 LGSS en el que, como sujetos 
causantes, se excluyen expresamente a los inválidos provisionales, prestación 
desaparecida hace tiempo, se denomina de manera actualizada a los incapa-
ces permanentes y se incluyen a los perceptores de los subsidios de incapa-
cidad temporal, riesgo durante el embarazo o maternidad, que cumplan el 
periodo de cotización exigido. Otras de mayor calado como la introducida por 
el artículo 25.4, que modifica el artículo 179.4 LGSS en el sentido de incluir 
a las prestaciones a favor de familiares dentro del tope del importe de la base 
reguladora del causante, además de reconocer la preferencia de las pensiones 
de orfandad sobre las de otros familiares y de establecer un orden de 
preferencia en estas últimas. Evidentemente, la nueva regulación puede 
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suponer en algunos casos la desaparición de las pensiones a favor de 
familiares, aunque todavía no hay datos estadísticos sobre el tema, pero estas 
prestaciones tendrán que someterse a revisión en una reforma de las 
prestaciones por muerte y supervivencia. 
F) Prestaciones familiares 
La Ley 52/2003, cuyo artículo 19 modifica los arts. 38.1.d), 86.2.b) y el 
capítulo IX LGSS, ha procedido a la reordenación de las prestaciones familia-
res, clarificando su naturaleza en el sentido de que se configuran como 
prestaciones no contributivas la totalidad de las prestaciones familiares 
excepto la consideración de periodo de cotización efectiva del primer año de 
excedencia con los requisitos que veremos posteriormente. También se 
sistematiza la normativa aplicable y se supera su dispersión anterior. 
La modalidad contributiva ha quedado reducida a la consideración como 
periodo de cotización efectiva del primer año de excedencia con reserva del 
puesto de trabajo que disfruten los trabajadores por cuidado de cada hijo, 
ahora también naturales o adoptados o menores acogidos y extendido a 
excedencia por cuidado de otros familiares. El periodo de excedencia tendrá 
la consideración de cotizado a efectos de prestaciones de jubilación, 
incapacidad permanente, muerte o supervivencia y maternidad, excluyéndo-
se por tanto la incapacidad temporal y el desempleo. Existe también una 
ampliación del periodo considerado de cotización efectiva, dependiendo de 
que la unidad familiar de la que forme parte el menor en razón de cuyo 
cuidado se solicita la excedencia tenga la consideración de familia numerosa 
general, ampliándose a 15 meses, o especial en cuyo caso el periodo es de 18 
meses. Evidentemente causa sonrojo que esta sea la política familiar de la 
Seguridad Social para la inmensa mayoría de los asegurados, sobre todo 
teniendo en cuenta el índice de natalidad de España, el bajo porcentaje del 
producto interior bruto destinado a prestaciones sociales, en relación con los 
países de la Unión Europea y el excedente financiero de la Seguridad Social. 
En la modalidad no contributiva, además de incorporar la regulación del 
RDLey 1/2000, cuyos artículos 1 y 2 se derogan expresamente, se introducen 
una serie de novedades, y se continúa con otras regulaciones anteriores que 
se concretan aún más, entre las que destacaremos la exigencia de que los 
hijos a cargo deban residir en territorio español, artículo 182.1. b) LGSS, lo que 
va en contra frontalmente del artículo 7 del Reglamento (CE) n° 883/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2004, sobre la coordina-
ción de los sistemas de seguridad social, que deroga, a partir de su fecha de 
aplicación el Reglamento (CEE) n° 1408/71 del Consejo. El citado artículo 7 
establece que las prestaciones en metálico debidas en virtud de la legislación 
de un Estado miembro, no podrán sufrir modificación, suspensión, supresión 
o confiscación por el hecho de que el beneficiario o los miembros de su familia 
residan en un Estado miembro distinto de aquel en que se encuentre la 
institución deudora. 
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Por otra parte, se consideran beneficiarios los que tengan a su cargo hijos 
o menores acogidos en los que concurran las circunstancias para el recono-
cimiento de las prestaciones familiares, pero se reconoce como beneficiarios 
a los dobles huérfanos, o abandonados por sus padres que no estén en régimen 
en régimen de acogimiento familiar, menores de 18 años o minusválidos en 
un grado igual o superior al 65 por ciento y a los hijos minusválidos mayores 
de dieciocho años que no hayan sido incapacitados judicialmente y conserven 
la capacidad de obrar. A los beneficiarios se les impone un límite de recursos 
económicos, que se amplía en los supuestos de familia numerosa, 
incrementándose por cada hijo a partir del cuarto, éste incluido. 
También se reconocen las prestaciones de pago único a tanto alzado, en 
los supuestos de adopción, tanto del tercer o sucesivos hijos como por 
adopción múltiple, computándose como doble los hijos afectados por una 
minusvalía igual o superior al 33 por ciento. 
Un problema planteado por la reforma de la Ley 52/2003, bien porque se 
legisló con premura y no se previeron los efectos o porque, aunque se 
previeron no se quiso afrontar con posterioridad las consecuencias de la 
reforma, realmente mezquina por otra parte, ha sido la declaración como 
incompatibles entre las asignaciones económicas por hijo a cargo mayor de 
18 años y minusválido en un grado de minusvalía igual o superior al 65 por 
ciento y la pensión de orfandad a favor de incapacitado con más de 18 años. 
Ante el revuelo social a causa de la disminución de la protección a estas 
personas, con evidentes dificultades de todo tipo, el Gobierno rectificó con 
celeridad, aunque con una técnica tan hábil como deficiente: aprobando un 
Real Decreto, el 364/2004 de 5 de marzo, que añadiendo un segundo párrafo 
al apartado 1 del Reglamento general de las prestaciones económicas del 
Régimen General de la SS. (D 3158/1966 de 23 diciembre), incrementa la 
pensión de orfandad en estos supuestos a los límites resultantes de la suma 
de las pensiones de orfandad a las que se tuviera derecho y a las asignaciones 
que en cada ejercicio económico esté establecido a favor de hijo a cargo 
mayor de 18 años en función del grado de minusvalía asegurado. 
G) Desempleo 
En esta prestación hay que destacar que en el año 2003 no se ha aprobado 
el Reglamento de Desempleo, imprescindible después de las reformas 
introducidas por el RDLey 5/2002 y la Ley 45/2002, entre otras cosas porque 
muchos de los problemas se remitían a la normativa reglamentaria. Una 
prueba más de la inexistencia de urgencia en la aprobación de la reforma 
mediante un RDLey. 
Como novedad en esta prestación hay que referirse a la modificación por 
el RDLey 2/2003 y la Ley 36/2003 del primer párrafo de la regla primera del 
apartado primero de la DT 4a de la Ley 45/2002, en materia de percepción de 
la prestación por desempleo mediante pago único cuando el beneficiario 
Jaime Castiñeira Fernández 
 
Crónica Jurídica Hispalense/Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
  
  
459 
   
participe en un programa de fomento de empleo en economía social y empleo 
autónomo. 
Por otra parte, se ha producido la aprobación de la llamada Renta Agraria 
mediante el RD 426/2003 de 11 de abril, para aquellos trabajadores eventua-
les de la agricultura de Andalucía y Extremadura excluidos del subsidio 
agrario, regulado por el RD 5/1997, por no haber sido beneficiarios de dicho 
subsidio en alguno de los tres años anteriores a la solicitud. La exclusión la 
dispuso el RDLey 5/2002 y el RD 426/2003 se entendió como la última 
contrarreforma de la modificación por desempleo. El espacio del que 
dispongo y la coyunturalidad de la propia norma, sobre todo después del 
cambio de Gobierno, me hacen limitar al mínimo su comentario", sobre todo 
porque cada vez es más patente que habrá que volver a negociar la protección 
por desempleo de los eventuales agrarios, ya que no se sostiene la coexisten-
cia de tres regímenes diferentes, el general introducido por la Ley 45/2002, 
el especial del subsidio agrario y el especialísimo de la renta agraria. 
La regulación de la renta agraria sigue muy de cerca a la del subsidio en 
cuanto a protección y requisitos, aunque con algunas especialidades. En 
concreto, en relación a la cuantía el porcentaje del salario mínimo al que se 
tiene derecho va a oscilar del 75 al 100 por cien dependiendo del número de 
jornadas reales cotizadas5° y en cuanto a los requisitos, se va a exigir un 
periodo cualificado de cotización a los mayores de 45 años, que oscila de 5 
a 20 años con la finalidad de evitar la entrada de nuevos perceptores por 
primera vez del subsidio mayores de dicha edad, que en los últimos años 
habían aumentado notablemente. 
Otra importante limitación es la exigencia de haber residido y estar 
empadronado un mínimo de diez años en Andalucía o Extremadura, requisito 
que incumplía la jurisprudencia comunitaria sobre la materia51 , pero que 
ahora está en abierta contradicción de la normativa de la Unión Europea, tras 
la aprobación del Reglamento (CE) n° 883/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de 
seguridad social, que deroga, a partir de su fecha de aplicación el Reglamento 
(CEE) n° 1408/71 del Consejo. En efecto, el artículo 6 del nuevo Reglamento 
establece lo que llama «totalización de los períodos», que supone, salvo 
49 Ver Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer M., «La nueva renta agraria para los trabajadores 
eventuales de la agricultura», Relaciones Laborales n° 12/2003, pág. 1 y ss. 
50 En el subsidio agrario la cuantía siempre es del 75% del salario mínimo. En los dos sistemas 
la protección comprende, además, la aportación de la cuota fija del trabajador al REASS durante el 
periodo de percepción de la prestación. 
51 La Sentencia del Tribunal de Justicia, Sala Cuarta, de 20 de junio de 2002, declara que el Gran 
Ducado de Luxemburgo ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 7, 
apartado 2 del Reglamento CEE n. 1612/68 del Consejo, de 25 de octubre de 1968, relativo a la libre 
circulación de los trabajadores dentro de la Comunidad, y del artículo 43 CE, al haber mantenido en 
territorio luxemburgués la condición de un periodo previo de residencia, al menos cinco años a lo largo 
de la última reinserción, para la concesión de la prestación de ingresos mínimos garantizados. 
disposición contraria del mismo reglamento que la institución competente de 
un Estado miembro cuya legislación subordine, entre otras cuestiones, la 
adquisición del derecho a las prestaciones al requisito de haber cubierto 
periodos de seguro, de empleo, de actividad por cuenta propia o de residencia 
«tendrá en cuenta, en la medida necesaria los períodos 	 o de residencia 
cubiertos bajo la legislación de cualquier otro Estado miembro, como si se 
tratara de períodos cubiertos bajo la legislación que dicha institución aplica». 
La nueva renta agraria, por el contrario, contiene regulaciones novedosas, 
cercanas a la renta activa de inserción, en cuanto al compromiso de actividad 
y a las acciones de inserción laboral aunque no se alcanza a comprender 
porqué esas acciones no se han extendido a los perceptores del subsidio 
agrario, tan necesitados como los perceptores de la renta agraria de esas 
medidas. También se les reconoce a los perceptores de la renta agraria una 
preferencia para participar en las políticas activas de empleo, como los 
programas de orientación profesional, la formación profesional ocupacional, 
la incorporación a planes de empleo, los programas experimentales en 
materia de formación y empleo, escuelas taller, casas de oficio talleres de 
empleo, lo que puede invadir las competencias de la Junta de Andalucía en 
la materia, tras las transferencias de dichas políticas activas por el RD 467/ 
2003 de 25 de abril que comentamos con anterioridad. 
Como conclusión, merece la pena que en un tema tan importante para 
Andalucía las partes, Administración General y Autonómica, organizaciones 
empresariales y sindicatos, se sienten a negociar y se implante un moderno 
y eficiente sistema de protección por desempleo de los trabajadores eventua-
les agrarios. 
4. Regímenes especiales 
En aplicación del Acuerdo de 2001 para la mejora y el desarrollo del 
Sistema de la Seguridad Social, en el marco de las recomendaciones del Pacto 
de Toledo, se continúa convergiendo entre los regímenes especiales y el 
régimen general y en este sentido el RD 463/2003 de 25 de abril, en desarrollo 
de la Ley 53/2002 de MFADOS52, ha reconocido el incremento de un 20 por 
ciento de la pensión de incapacidad permanente total para la profesión 
habitual para los trabajadores por cuenta propia de los Regímenes Especiales 
Agrario, del Mar y Autónomos, modificando sus correspondientes Reglamen-
tos y añadiendo algunos párrafos. La regulación es más precisa que la del 
Régimen General, exigiéndose haber cumplido los 55 años de edad, no ejercer 
actividad retribuida por cuenta ajena o propia y no ostentar la titularidad de 
cualquier explotación agraria, marítimo pesquera o establecimiento mercan- 
52 La ley 53/2002 no extendió el incremento de la prestación al RETA, por lo que para este 
régimen el RD 463/2003 constituye la única fuente. 
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tilo industrial, como propietario, arrendatario, usufructuario u otro concepto 
análogo. Hay que destacar que no se exige demostrar situación de necesidad 
y que se entiende sin necesidad de prueba que dichos autónomos en situación 
de incapacidad permanente van a tener serias dificultades para volver a la 
vida activa, por lo que se le mejora la pensión. 
La segunda ampliación de la protección social de los autónomos, prevista 
también en el Acuerdo de 2001, es el reconocimiento a los trabajadores 
autónomos de la posibilidad del aseguramiento de los riesgos profesionales, 
que se llevó a cabo mediante la introducción de una Disposición Adicional, la 
34a, en la LGSS por la Ley 53/2002 de MFADOS, siendo desarrollada por el RD 
1273/2003 de 10 de octubre. El carácter es voluntario, formalizándose con la 
misma entidad gestora o colaboradora de la prestación por incapacidad 
temporal, con posibilidad de entrar o salir de la cobertura cada cierto tiempo, 
con tipos y epígrafes de cotización, anómalamente introducidos en el RD 
2930/1979 de 29 de diciembre, de tarifa de primas, por el RDLey 2/2003 y 
posteriormente por la Ley 36/2003, siendo la base de cotización la misma que 
para contingencias comunes. 
La acción protectora es similar a la del Régimen general, salvo que se 
excluyen los accidentes in itinere, no mencionándose la imprudencia profe-
sional como causa que no excluye el accidente. Existen también diferencias 
con el Régimen general en materia de alcance de la acción protectora, en el 
sentido de que la incapacidad permanente parcial para la profesión habitual 
tiene que ocasionar al trabajador una disminución no inferior al 50 por ciento 
en su rendimiento normal para dicha profesión, sin impedirle el desarrollo de 
las tareas fundamentales, mientras que en caso de incapacidad permanente 
total el beneficiario tendrá derecho, con independencia de su edad y sin 
aplicación de escalas como en el Régimen General, a 40 mensualidades de la 
base reguladora, equivalente a la base de cotización del trabajador en la 
fecha de la prestación, no siendo de aplicación el recargo de prestaciones por 
falta de medidas de prevención de riesgos laborales. Por último, como en 
todas las prestaciones del RETA, se prevé como requisito estar al corriente en 
el pago de las cuotas a la Seguridad Social, pero expresamente está prevista 
la llamada invitación al pago del artículo 28 del Decreto 2530/1970 de 20 de 
agosto. 
La tercera ampliación de la protección de los trabajadores autónomos, 
sorprendente porque va en contra de lo regulado en los últimos años para los 
trabajadores por cuenta ajena, es la de la incapacidad temporal introducida 
por el artículo 8 del RDLey 2/2003 y la Ley 36/2003, por la que el nacimiento 
de la prestación económica por dicho riesgo nacerá a partir del cuarto día de 
la baja en riesgos comunes y a partir del siguiente de la baja en riesgos 
profesionales, si estuviera asegurado en ellos. La finalidad aparente es igualar 
a los distintos regímenes de autónomos con el Régimen General, dado que 
esta prestación se configura con carácter voluntario, como mejora de 
prestaciones y en la normativa anterior el trabajador autónomo tenía derecho 
al subsidio a partir del decimoquinto día, lo que era coherente con el Régimen  
general, en el que el empresario corre con la incapacidad temporal de los 
trabajadores desde el día 4° al 15°, pasando con posterioridad a la entidad 
gestora o colaboradora. Habrá que comprobar estadísticamente la duración 
media de las bajas de unos y otros trabajadores. 
La regulación concreta de la ampliación se ha llevado a cabo mediante el 
RD 1273/2003 de 10 de octubre, que dedica su capítulo II a tal fin. Como 
especialidades cabe destacar que se continúa con la exigencia de estar al 
corriente en el pago de las cotizaciones y con la técnica de la invitación al 
pago, siendo la base reguladora equivalente a la base de cotización en la fecha 
del hecho causante y exigiéndose a los trabajadores declaración sobre la 
persona que gestione directamente el establecimiento del que sean titulares 
o el cese temporal o definitivo en la actividad53, permitiéndose de no 
presentarse la suspensión cautelar de la prestación hasta que se verifique que 
se cumple con los requisitos. 
Existen además otras modificaciones de la normativa en materia de la 
acción protectora de los autónomos, como la nueva DA 35a de la LGSS, 
introducida por el artículo 5 del RDLey 2/2003 y de la Ley 32/2003, que 
disminuye al 75% la base mínima de cotización, para el alta inicial y durante 
el periodo de tres años, a jóvenes menores de 30 años y a mujeres mayores 
de 45 años. A diferencia de otras ocasiones, a efectos del cálculo de la base 
reguladora de las prestaciones, se tomarán en cuenta las cotizaciones 
efectivamente realizadas, por lo que es una ayuda que encierra una menor 
protección futura. Por su parte, el artículo 6 del RDLey 5/2003 y de la Ley 36/ 
2003, mediante la modificación de la DA 32a de la LGSS, extiende a los 
trabajadores por cuenta propia de los Regímenes especiales Agrario y del Mar 
la exoneración de cuotas existente para los de Autónomos para los mayores 
de sesenta y cinco años que continúen en el ejercicio de su actividad. 
En materia de cotización, se produce una importante novedad, aunque 
relativa debido a su larguísimo periodo transitorio, y es la igualación de las 
bases y tipos de cotización de los trabajadores por cuenta propia del REASS, 
agrario, con el RETA, autónomos. La medida se ha llevado a cabo mediante 
la introducción de la DA 36a en la LGSS, en la que se establece unos 
coeficientes reductores a los distintos tipos de cotización, comenzando con 
el 0,6159 en 2004 y terminando el periodo transitorio en el 2018 en el que se 
pagará, si no se modifica previamente la normativa, de acuerdo con el 100% 
del tipo de cotización correspondiente a los trabajadores autónomos. Esa 
igualación paulatina se aplicará a las nuevas incorporaciones al régimen 
agrario, mientras que es voluntaria para los incluidos en el REASS con 
anterioridad a 1 de enero de 2004, aunque si eligen incorporarse a la nueva 
cotización la elección es irrevocable. 
53 Hay supuestos más complejos, como el de los administradores sociales, que no tienen por qué 
ser sustituidos y la sociedad puede seeuir funcionando. 
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En el REASS, se modifica por el RDLey 2/2003 y la Ley 36/2003, artículo 10, 
el texto refundido, en cuanto el requisito para el encuadramiento que 
suponga medio fundamental de vida la realización de labores agraria por 
cuenta propia, delimitándose ahora de tal manera que se entenderá por tal 
siempre que de la actividad agraria se obtengan ingresos para atender a sus 
propias necesidades o a las de la unidad familiar, pudiéndose realizar de 
manera ocasional o permanente otros trabajos no agrarios, con inclusión o no 
en otro régimen de la Seguridad Social. Mediante el mismo artículo 10, se 
adiciona un párrafo 2° al artículo 6 del texto refundido del REASS según el cual 
en el supuesto de acumulación de tareas por cuenta propia y ajena prevalece 
la primera, figurando inscritos en el censo correspondientes a los trabajado-
res por cuenta propia, aunque se cotice por jornadas reales y por contingen-
cias profesionales a cargo del empresario. 
